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marcales), existirán Juzgados de Paz. cada uno con la circuns- 
cripción del término municipal en que resida y del que toma 
su denominación.

Este Ministerio ha tenido a bien disponer:

Que en los nuevos municipios de Loiu, 1.750 habitantes; Derio, 
5 135 habitantes; Sondica, 3 885 habitantes; Zamudio, 3 302 habi­
tantes, y Erandio, 25.678 habitantes; se creen los correspondien­
tes Juzgados de Paz con clasificación de menos de 7.000 habitan­
tes, excepto el de Erandio, al cual corresponde la clasificación 
de más de 7.000 habitantes; cada uno de ellos con la deno­
minación y capitalidad de su respectivo municipio y dependien­
do, a efectos judiciales, de los de Bilbao, número 7 de Distrito 
y número 1 de Primera Instancia.

Lo que digo a V. I. para su conocimiento y demás efectos.
Dios guarde a V. I.
Madrid, 12 de marzo de 1984.—P. D., el Subsecretario, Liborio 

Hierro Sánchez-Pescador.

Ilmo. Sr. Secretario técnico de Relaciones con la Administra­
ción de Justicia.

MINISTERIO DE DEFENSA

10007 ORDEN 111/00184/1984, de 24 de febrero, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 18 de 
noviembre de 1983, en el recurso contencioso-ad
ministrativo interpuesto por don Víctor Gómez Se
rrano, Sargento de Infantería.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Víctor Gómez 
Serrano, quien postula por si mismo, y de otra, como deman­
dada, la Administración Pública, representada y defendida por 
el Abogado del Estado, contra resoluciones del Consejo Supre­
mo de Justicia Militar de 6 de febrero de 1980 y 10 de febrero 
de 1982, se ha dictado sentencia con fecha 18 de noviembre 
de 1983, cuya parte dispositiva es como sigue.-

«Fallamos: Que, rechazando la inadmisibilidad propuesta por 
la Administración, y aceptando su allanamiento, estimamos el 
recurso contencioso-administrativo interpuesto por don Víctor 
Gómez Serrano oontra la resolución de la Sala de Gobierno del 
Consejo Supremo de Justicia Militar de 6 de febrero de 1980 
y 10 de febrero de 1982, que anulamos en cuanto fijan el haber 
de retiro del recurrente en cuantía inferior al 90 por 100 del 
regulador, debiendo señalarlo en ese porcentaje, y manteniendo 
los demás pronunciamientos de las resoluciones recurridas; sin 
imposición de las oostas causadas en este proceso

Así por esta nuestra sentencia, definitivamente juzgando, lo 
pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad oon lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1950, y en uso de las facultades que me con­
fiere el articulo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 10 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 24 de febrero de 1984 —P. D . el Director general 

de Personal, Federico Michavila Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Conseje Suoremo
de Justicia Militar.

10008 ORDEN 111/00185/1984, de 24 de febrero, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 17 de 
diciembre de 1983, en el recurso contencioso-admi- 
nistrativo interpuesto por don José Guardiola To­
rregrosa, Cabo de Infantería.

Excmo. Sr.:, En el recurso contencioso-administrativo segui­
do en única instancia ante la Sala Quinta de] Tribunal Supremo, 
entre partos, do una, como demandante, don José Guardiola 
Torregrosa, quien postula por si mismo, y de otra, como de­
mandada, la Administración Pública, representada y defendida 
por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Consejo Su­
premo de Justicia Militar, de 30 de abril de 1981 y 30 de junio 
de 1982, se ha dictado sentencia con fecha 17 de diciembre de 
de 1983, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que, rechazando la inadmisibilidad propuesta por 
la Administración y aceptando su allanamiento, estimamos el 
recurso contencioso - administrativo interpuesto por don José

Guardiola Torregrosa, Cabo Primero de Infantería, contra la 
resolución de la Sala de Gobierno del Consejo Supremo de Jus­
ticia Militar de 30 de abril de 1981 y 30 de junio de 1982, que 
anulamos en cuanto fijan ©1 haber de retiro del recurrente en 
cuantía inferior al 90 por 100 del regulador, debiendo señalarlo 
en ese porcentaje, y manteniendo los demás pronunciamientos 
de las resoluciones recurridas; sin imposición de las costas cau­
sadas en este proceso.»

Así por esta nuestra sentencia, definitivamente juzgando, lo 
pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la 
Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa 
de 27 de diciembre de 1956 y en uso de las facultades que me 
confiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 10 de marzo, dispongo que se cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Di06 guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 24 de febrero de 1984.—P. D., el Director general de 

Personal, Federico Michavila Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Suoremo
de Justicia Militar.

10009 ORDEN 111/00186/1984, de 24 de febrero, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 9 de no
viembre de 1983, en el recurso contencioso-admi
nistrativo interpuesto por don Juan García Cayuela, 
Cabo de Infantería.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo, segui­
do en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Su­
premo, entre partes, de una, como demandante, don Juan Gar­
cía Cayuela quien postula por sí mismo, y de otra, como de­
mandada, la Administración Pública, representada y defendida 
por el Abogado del Estado contra resolución del Consejo Su­
premo de Justicia Militar de 10 de febrero de 1982 y 13 de 
julio de 1983, se ha dictado sentencia con fecha 9 de noviembre 
de 1983, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que, rechazando la inadmisibilidad propuesta por 
la Administración, y aceptando su allanamiento, estimaiAos el 
recurso contencioso - administrativo interpuesto por don Juan 
García Cayuela, oontra la resolución de la Sala de Gobierno del 
Consejo Supremo de Justicia Militar de 10 de febrero de 1982 v 
13 de julio de 1983, que anulamos en cuanto fijan el haber de 
retiro del recurrente en cuantía inferior al 90 por 100 del regu­
lador, debiendo señalarlo en ese porcentaje, y manteniendo los 
demás pronunciamientos de las resoluciones recurridas, sin im­
posición de las costas causarlas en este proceso.

Asi por esta nuestra sentencia, definitivamente juzgando, 
lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad oon lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1950 y en uso de las facultades que me 
confiere el artículo 3° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla ’n sus 
propios términos la expresada sentencia

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 24 de febrero de 1984.—P. D . el Director general de 

Personal, Federico Michavila Pallarés.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo de
Justicia Militar.

10010 ORDEN 111/00187/1984, de 24 de febrero, por el 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 15 de 
diciembre de 1983, en el recurso contencioso-ad­
ministrativo interpuesto por don Carmelo Rodrí­
guez Parejo, Sargento de Infantería.

Excmo Sr.: En el recurso oontencioso-administra.1 ivo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demándente, don Carmplo Rodrí­
guez Parejo, quien postula por sí mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defen­
dida por el Abogado del Estado, oontra la ««solución del Con­
sejo Supremo de Justicia Militar de 21 de abril de 1982, se ha 
dictada sentencia con fecha 15 de diciembre de 1983 cuya parte 
dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que, rechazando la inadmisibilidad propuesta por 
la Administración, y aceptando su allanamiento, estimamos el 
recurso contencioso-administrativo interpuesto por don Carmelo 
Rodríguez Parejo, oontra la resolución de la Sala de Gobierno 
del Consejo Supremo de Justicia Militar de 21 de abril de 1982. 
que anulamos en cuanto fija el haber de retiro del recurrente


